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PERSONAS INDÍGENAS. CRITERIOS DE APLICABILIDAD DE LAS NORMAS DE DERECHO 
CONSUETUDINARIO INDÍGENA. De acuerdo con la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en principio, serán inaplicables las normas de derecho consuetudinario indígena que 
atenten directamente contra los derechos humanos que pertenecen al dominio del ius cogens, como 
la tortura, la desaparición forzada, la esclavitud y la discriminación, así como las reglas que eliminen 
definitivamente las posibilidades de acceder a la justicia, sin que esto impida que se añada al 
contenido y alcance de estos derechos y al significado de estas conductas una interpretación 
culturalmente incluyente. En materia de igualdad y no discriminación, la aplicación de los usos y 
costumbres indígenas no puede ser una excusa para intensificar la opresión, incluso al interior de 
las comunidades indígenas, de aquellos miembros tradicionalmente excluidos, como mujeres, niños 
y niñas o personas con discapacidad, entre otros colectivos históricamente desaventajados. Esto 
ocurre, por ejemplo, en el caso de la protección frente a la violencia contra las mujeres, como causa 
y consecuencia del derecho a la igualdad y a la no discriminación, donde las costumbres culturales 
no pueden justificar dichas prácticas, y respecto de las cuales la comunidad no podrá escudarse en 
el pluralismo jurídico para legitimarlas; sin embargo, parece razonable considerar que algunos 
derechos pueden limitarse legítimamente cuando su pleno ejercicio ponga en riesgo la existencia de 
la comunidad o la preservación de usos y costumbres que son esenciales para su sobrevivencia. 
Así, serían admisibles ciertas afectaciones a los derechos cuando su propósito fundamental sea 
preservar las particularidades culturales de la comunidad –incluida su visión del derecho y de los 
derechos– por ejemplo, a la propiedad colectiva, a las prácticas religiosas, o el uso de lenguaje 
tradicional, entre otros. En lo referente a la relación de las comunidades indígenas con otros 
miembros de la sociedad, respecto de los cuales se presenten conflictos, debe determinarse la 
legalidad de la afectación del derecho: si ésta tiene un objetivo legítimo en una sociedad multicultural 
y si la medida es necesaria en una sociedad democrática, lo que implica analizar si es adecuada 
para el fin que se busca y su proporcionalidad, sin desnaturalizar el derecho consuetudinario 
indígena, ni imponer limitaciones que impliquen el desconocimiento de la existencia de sociedades 
multiculturales, correspondiendo a la autoridad judicial que conozca del caso concreto decidir, en 
consideración de la calidad de indígenas o no de las personas involucradas y del sistema normativo 
debidamente documentado, de vigencia y observancia general dentro del pueblo al que se 
autoadscribe la persona indígena, la norma que resulte aplicable de acuerdo con los principios 
hermenéuticos contenidos en la Constitución y en estricto apego al régimen constitucional de 
protección, respeto y garantía de los derechos humanos. 

Amparo directo en revisión 5465/2014. 26 de abril de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: M. G. Adriana Ortega Ortiz. 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 


